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CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL – DEFECTO FÁCTICO – EJECUTIVO – OMISIÓN VALORACIÓN PROBATORIA - NIEGA - “.De acuerdo con esa jurisprudencia, puede entonces producirse el defecto fáctico que justifique conceder el amparo constitucional, cuando el juez omite la valoración de las pruebas o lo hace sin fundamento alguno, porque quien acude a la administración de justicia en procura de obtener la definición de un conflicto, tiene derecho a exigir que las pruebas que sirven de sustento a la decisión contengan un justo y razonado análisis por parte del juez, como garantía del derecho al debido proceso y a la defensa.

Pero además ese error en el análisis probatorio debe ser ostensible y manifiesto porque el juez constitucional no puede sustituir al ordinario en su labor de apreciación probatoria, en virtud del principio de autonomía judicial que solo encuentra límites cuando se utiliza con violación a los mandatos constitucionales.

En virtud del principio de la autonomía e independencia judicial consagrado por el artículo 228 de la Constitución Nacional, el juez goza de un amplio margen de discrecionalidad en la apreciación de las pruebas. Sin embargo esa facultad no puede confundirse con arbitrariedad, porque encuentra límites en la misma carta fundamental y en las normas de procedimiento que consagran pautas obligatorias al valorarlas.
(…)

De acuerdo con el resumen que de las pruebas recogidas se hizo en otro aparte de este fallo, después de rehecha la actuación con motivo de una nulidad declarada, no fue el hijo del endosante, de nombre Andrés Felipe Brito Cardona, el que hizo aquella manifestación, sino su padre Alberto Brito Zuleta.

Y aunque no puede desconocer la Sala que la funcionaria de segunda instancia dejó de valorar lo que expresaron las referidas personas en los testimonios que rindieron, esa omisión, en el caso concreto, no variaría el sentido del fallo producido en segunda instancia.
(…)

Como ya se expresada, en el asunto que ocupa la atención de la Sala, en el fallo de segunda instancia se abstuvo el juzgado de considerar probado el pago de intereses, también el capital, porque no constaban en el título mismo y se calificó al demandante como tenedor de buena fe, como también lo había concluido el juzgado de primera instancia, y por ello confirmó la providencia que revisaba.

En conclusión, puede decirse que a pesar de las deficiencias en que incurrieron los jueces demandados al valorar las declaraciones de las personas tantas veces citadas, no puede afirmarse que hayan  incurrido en defecto fáctico, toda vez que de haberlas apreciado,  teniendo en cuenta lo que en realidad dijeron, la conclusión a la que llegaron, en el sentido de la falta de demostración del pago alegado, no habría variado.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, julio veinticuatro (24) de dos mil diecisiete (2017)


Acta No. 376 del 24 de julio de 2017


Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00704-00

Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por el representante legal de la sociedad Casa del Bombillo No. 2 Ltda. contra los Juzgados Octavo Civil Municipal y Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, a la que fue vinculado el señor Jesús Ernesto Duque Ocampo.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató la apoderada de la sociedad accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El 2 de septiembre de 2014 la Casa del Bombillo No. 2 y William Salazar Ingeniería y Consultoría SAS, suscribieron letra de cambio, por valor de $31.800.000, pagaderos al señor Alberto Brito Zuleta, como respaldo de compraventa de acciones de la sociedad Transtierra Construcciones SAS.

1.2 Para pagar dicha obligación, la sociedad demandante giró cuatro cheques a nombre del citado señor los días 30 de diciembre de 2014, 12 de febrero, 5 de marzo y 6 de mayo de 2015, por las sumas de $27.500.000, $35.000.000, $17.759.000 y $28.800.000, en su orden. Ese dinero fue recaudado de las ganancias que producía Transtierra Construcciones SAS.
1.3 Con posterioridad, Alberto Brito Zuleta endosó en propiedad el título valor al señor Jesús Ernesto Duque Ocampo por valor de $31.800.000, quien formuló demanda ejecutiva singular tendiente a obtener el pago de esa obligación y sus intereses desde el 9 de octubre de 2014 hasta la fecha en que se realice el pago; la demanda se admitió en el Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira, mediante proveído del 4 de septiembre de 2015.
1.4 La sociedad demandada formuló las excepciones previas (sic) de cobro de lo no debido, inexigibilidad del título valor, mala fe del actor y extinción de la obligación, y solicitó pruebas.

1.5 El Juzgado Octavo Civil Municipal se abstuvo de decretar la práctica de la inspección judicial a los libros contables de Transtierra Construcciones porque la parte demandante, quien la había solicitado, desistió de ella; la ejecutada pidió su práctica de forma extemporánea y en razón a que esa prueba no era pertinente ya que existían otras formas de demostrar el pago de la obligación.

1.6 Dentro de la etapa procesal respectiva se escucharon los siguientes testimonios: a) Alberto Brito Zuleta manifestó que debido a una necesidad económica le había endosado la letra de cambio a su cuñado Jesús Ernesto Duque y que la sociedad Casa del Bombillo No. 2 nunca le pagó el capital adeudado. Pero se contradice cuando dijo que el ejecutante pretendió pagarle la deuda con el dinero de Transtierra, de la cual era socio, además confesó que sí recibió dinero por concepto de intereses de la deuda con Casa del Bombillo, correspondiente a los últimos meses del año 2014; b) Andrés Felipe Brito Cardona indicó que no tenía conocimiento de los hechos de la demanda, que su padre lo había autorizado para representar a la sociedad Transtierra Construcciones y que no había recibido dinero alguno con destino a su progenitor para cancelar deudas. Sin embargo, confesó que recibió $1.800.000 por concepto de pago de intereses a favor de aquel; c) Diana Marcela Ríos Aguirre dijo haber sido la contadora de Transtierra Construcciones y que la sociedad Casa del Bombillo No. 2 había pagado íntegramente las letras de cambio que se había constituido como garantía de la compra de acciones de aquella sociedad, tal como se puede evidenciar en los asientos contables de la misma y d) William Salazar refirió que le constaba la suscripción de tres letras de cambio con el señor Alberto Brito Zuleta para la compra de las citadas acciones, que si bien hacía parte de la negociación, no había firmado esos títulos “por cuestiones de confianza” y que dichas obligaciones fueron canceladas al señor Alberto Brito, con sus respectivos intereses.
1.7 Mediante sentencia del 7 de octubre de 2016 el juzgado de conocimiento ordenó a la ejecutada pagar al señor Jesús Ernesto Duque el valor total de la letra de cambio, los intereses de mora, las costas y agencias en derecho, con fundamento en que las pruebas no demuestran que la obligación haya sido cancelada, pues en la demanda se habla de cuatro cheques girados, los cuales se dejó de especificar a quién fueron dirigidos ni por qué conceptos. Así mismo, por presunción de buena fe, quien portaba el título era quien tenía el derecho de ejecutarlo.
1.8 Impugnó el fallo y la señora Jueza Tercera Civil del Circuito decidió confirmarlo con argumentos similares a los planteados por el juez de primera instancia, para lo cual solo tuvo en cuenta las pruebas documentales aportadas al proceso.       
1.9 Ambos funcionarios erraron en la apreciación probatoria de los testimonios de los señores Alberto Brito Zuluaga y Andrés Felipe Brito Cardona, quienes confesaron haber recibido pagos por concepto de intereses moratorios, lo que produjo la orden de cancelar el 100% de la obligación y los intereses moratorios.
1.10 La accionante se considera afectada económica y emocionalmente al haber sido condena por una obligación que ya había pagado, que por falta de defensa judicial no fue posible demostrar.
1.11 Al verificar los archivos de las sociedades Casa del Bombillo No. 2 y Transtierra Construcciones se hallaron dos recibos que aunque no se aportan como pruebas nuevas, corroboran la confesión del señor Alberto Brito Zuleta y de su hijo, los cuales relacionó así: a) recibo de caja menor del 3 de enero de 2015 por valor de $1.800.000 y b) factura de pago No. 4881 de la Casa del Bombillo No. 2 del 7 de enero de 2014 por igual valor, ambos firmados por Alberto Brito. 
1.12 Se cumplen los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias y los funcionarios accionados incurrieron en defecto fáctico y en violación directa de la Constitución por la indebida valoración probatoria que realizaron y porque no le dieron el alcance que merecía la confesión realizada por los testigos tantas veces mencionados. De igual manera, la Juez Tercera Civil del Circuito omitió pronunciarse sobre esa cuestión, a pesar de que fue planteada como sustento de la apelación.   
2. Considera lesionados los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia. Para su protección, solicita se ordene: a) dejar sin efecto las sentencias de primera y segunda instancia, proferidas en el citado proceso y b) ordenar al Juez Octavo Civil Municipal dictar una nueva, en la que se valoren las pruebas allegadas y realizar la liquidación del crédito “indexando los valores”. 

ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del 10 de julio último se admitió la tutela y se ordenó vincular al señor Jesús Ernesto Duque Ocampo. No se mandó hacerlo respecto de la sociedad William Salazar Ingeniería y Consultoría SAS, pues a pesar de que en la solicitud de amparo se dijo que su representante legal había suscrito la letra de cambio objeto del proceso ejecutivo en el que se encuentra lesionados los derechos y que como tal había sido también demandada en ese asunto, de acuerdo con las copias de esa actuación, el mandamiento de pago se libró únicamente respecto de la Casa del Bombillo No. 2 pues aquella no aparece expresamente como deudora en el título y por ende, como en esa misma providencia, se declaró que carecía de legitimación en la causa por activa, no ha intervenido en esa actuación.

2. Los funcionarios accionados y el vinculado guardaron silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala establecer, en primer lugar, si se cumplen los presupuestos generales de procedencia de la tutela frente a providencias judiciales que ha enlistado la jurisprudencia de la Corte Constitucional, concretamente frente a las sentencias proferidas por los juzgados accionados dentro del proceso ejecutivo promovido contra la sociedad accionante. Solo de serlo, se establecerá si en esas providencias se incurrió en defecto fáctico por falta de apreciación de los testimonios a que alude la sociedad demandante, que lesione los derechos fundamentales de que es titular. 
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. Las pruebas allegadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El señor Jesús Ernesto Duque Ocampo, por intermedio de apoderada, instauró demanda ejecutiva contra la sociedad Casa del Bombillo No. 2 Ltda. para hacer efectiva la deuda de $31.800.000, más los intereses moratorios desde el 9 de octubre de 2014 hasta la fecha en que se efectúe el pago total, con fundamento en letra de cambio que le endosó el primero, en propiedad, el señor Alberto Brito Zuleta
.
4.2 Mediante proveído del 2 de septiembre de 2015 el Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira, al que correspondió la demanda por reparto, libró mandamiento de pago por las sumas solicitadas, en contra de la sociedad Casa del Bombillo No. 2. En la misma providencia declaró la falta de legitimación en la causa por pasiva de la sociedad William Salazar Ingeniería y Consultoría SAS en razón a que no aparece expresamente como deudora en el título valor
.
4.3 Por medio de apoderada, la sociedad ejecutada contestó la demanda. En el escrito respectivo indicó que la letra de cambio objeto del proceso, hace parte de un conjunto de título valores constituidos “como soporte de exigibilidad por la enajenación de acciones” de Transtierra Construcciones SAS; se puede evidenciar con “la declaración juramentada debidamente autenticada, con soportes contables, copias de microfilmación de cheques emitidos por el Banco de Bogotá, discriminación de abonos a deuda y pago de intereses con sus correspondientes comprobantes de egreso” que el señor Andrés Felipe Brito Cardona, representante legal suplente de Transtierra Construcciones SAS recibió la suma de $109.059.000 de los cuales $98.559.000 correspondían al pago de capital e intereses de la obligación contraída. En este punto aclaró que la Casa del Bombillo No. 2 autorizó a la revisora fiscal de Transtierra Construcciones para que los recursos desembolsados a su favor se le entregaran directamente al señor Alberto Brito Zuleta, a través de su hijo; en cumplimiento de lo anterior se entregaron cuatro cheques por valor de $27.500.000, $35.000.000, $17.759.000 y $28.800.000.

De otro lado, se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “cobro de lo no debido”, “inexigibilidad del título valor”, “mala fe del actor” y “extinción de la obligación”
.

4.4 El 16 de febrero de 2016 se llevó cabo la audiencia de que trata el artículo 439 del Código General del Proceso
. Sin embargo, el juzgado de conocimiento ordenó rehacer esa diligencia, por un error en la convocatoria y se realizó nuevamente el 24 de mayo del mismo año
. 

4.5 En audiencia del 20 de septiembre de ese mismo año se recibieron los testimonios solicitados por las partes
. A instancias de la demandante fueron escuchados Alberto Brito Zuleta y Andrés Felipe Brito Cardona, el primero señaló que la sociedad ejecutada no le pagó el capital adeudado, aunque sí canceló intereses al 2% sobre $90.000.000, en los últimos meses del año 2014, valores que desde ese momento no volvieron a ser sufragados. El segundo señaló que nunca recibió a nombre de su padre dinero alguno por concepto de pago de deudas.

Por la demandada, William Andrés Salazar y Diana Marcela Ríos Aguirre manifestaron que la Casa del Bombillo No. 2 pagó de forma completa la obligación, junto con sus intereses.

4.6 En audiencia celebrada el 7 de octubre de 2016, Juez Octavo Civil Municipal dictó sentencia en la que ordenó seguir adelante la ejecución, condenó en costas a la demandada y dispuso liquidar el crédito.

Para así decidir, consideró que el título base del recaudo, el cual contiene una obligación clara, expresa y exigible, fue presentado por un tercero de buena fe, a quien le fue endosada la letra de cambio de conformidad con la ley de circulación, sin que la sociedad ejecutada haya demostrado el pago de la obligación, pues se dejaron de arrimar recibos o soportes que así lo comprobaran, sin que las partidas contables de Transtierra Construcciones sirvan como tales, pues nada especifican sobre el pago de ese título valor; ni las versiones de los testigos de la parte demandada tienen mérito suficiente para constituir la prueba omitida, ya que además de algunas incoherencias, se evidencia, por razones de índole laboral y de amistad, sus deseos de favorecer a la sociedad ejecutada. Tampoco existe prueba de que los dineros entregados al señor Andrés Felipe Brito Cardona, hijo del endosante, hayan tenido como objeto pagar la deuda, máxime cuando a él no le fue conferida facultad como esa. Por el contrario, los citados señores manifestaron que nunca recibieron pagos o abonos a esa obligación
.

4.7 Inconforme con la sentencia, la abogada de la Casa del Bombillo No. 2 interpuso recurso de apelación, el cual fue concedido, luego de plantearse los reparos concretos frente a la misma
.

4.8 El conocimiento de la segunda instancia correspondió al Juzgado Tercero Civil del Circuito local, ante el cual se llevó a cabo la audiencia de que trata el artículo 327 del Código General del Proceso
. En ella, se decidió confirmar el fallo impugnado con sustento en que el título base del recaudo reúne los requisitos del artículo 488 del Código de Procedimiento Civil, norma vigente para la fecha en que se presentó la demanda, que determina que la obligación debe ser expresa, clara y exigible, al incorporar la mención de los derechos incorporados, su firma, la fecha y forma de vencimiento, de conformidad con los artículos 621 y 709 del Código de Comercio; así mismo, el ejecutante ostenta la calidad de tercero de buena fe, presunción que dejó de ser desvirtuada, y como tal no existe evidencia que demuestra que haya conocido las circunstancias alegadas por vía de excepción, relativas al pago de la obligación.

Más adelante expresó: “las excepciones que se propusieron solo tienen cabida frente al tomador inicial, no frente a un tenedor posterior que lo recibió, a menos que se llegue a demostrar que ese tenedor, hoy ejecutante, no adquirió el título con buena fe exenta de culpa, que este conoció o debió conocer la circunstancias que dieron a alegar las excepciones que se propusieron. En este caso, no se demostró con ninguna de las pruebas que el demandante Jesús Ernesto Duque Ocampo, a quien le fue endosada la letra de cambio, haya conocido las circunstancias que se alegan como fundamento de las excepciones; es de anotar que ninguna nota de abono o (sic) obligación aparece en la letra, es más no se acredita con la prueba recaudada que haya habido un pago total. Sí se acepta por el hijo del tenedor inicial haber recibido un interés por $1.800.000 pero es que los intereses que se pagaban al 2% de $90.000.000 era por ese valor y así se llegase a demostrar pago total o parcial, no es posible proponer esta excepción al señor Jesús Ernesto Duque Ocampo por todo lo expuesto anteriormente. En consecuencia, no le queda al despacho otro camino que confirmar la sentencia recurrida en todas sus partes”.   

5. En este caso se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) frente a la providencia en que se encuentra la lesión de derechos, la parte actora interpuso recurso de apelación; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez porque la sentencia de segunda instancia, que confirmó aquella, se dictó el 14 de marzo último; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.
6. En relación con los requisitos específicos y teniendo en cuenta que los reproches de la sociedad demandante se refieren a la incorrecta valoración probatoria, es deber analizar si el juzgado accionado incurrió en defecto fáctico. Al respecto ha dicho la Corte Constitucional: 
“44. El defecto fáctico se produce cuando el juez toma una decisión sin que se encuentren plenamente comprobados los hechos que legalmente la determinan, como consecuencia de una omisión en el decreto o valoración de las pruebas, la valoración irrazonable o contra evidente de los medios probatorios o la suposición de pruebas.


Este defecto puede darse tanto en una dimensión positiva, que comprende los supuestos de valoración contra evidente o irrazonable de las pruebas y la fundamentación de una decisión en pruebas ineptas para ello, como en una dimensión negativa, relacionada con la omisión en la valoración de una prueba determinante o en el decreto de pruebas de carácter esencial. 


(…)


En ese orden de ideas, preservando un equilibrio entre autonomía e independencia judicial, sana crítica y búsqueda de la verdad, la Corte señaló desde la sentencia T-442 de 1994:
“(…) si bien el juzgador goza de un gran poder discrecional para valorar el material probatorio en el cual debe fundar su decisión y formar libremente su convencimiento, inspirándose en los principios científicos de la sana crítica (…), dicho poder jamás puede ser arbitrario; su actividad evaluativa probatoria supone necesariamente la adopción de criterios objetivos, racionales, serios y responsables. No se adecua a este desideratum, la negación o valoración arbitraria, irracional y caprichosa de la prueba, que se presenta cuando el juez simplemente ignora la prueba u omite su valoración o sin razón valedera alguna no da por probado el hecho o la circunstancia que de la misma emerge clara y objetivamente”. 

(…)


47.2. En segundo término, las diferencias de valoración en la apreciación de las pruebas no constituyen defecto fáctico,  pues, si ante un evento determinado se presentan al juez dos interpretaciones de los hechos, diversas pero razonables, le corresponde determinar al funcionario, en el ámbito su especialidad, cuál resulta más convincente después de un análisis individual y conjunto de los elementos probatorios. En esa labor, el juez natural no sólo es autónomo, sino que sus actuaciones se presumen de buena fe, al igual que se presume la corrección de sus conclusiones sobre los hechos:

 
(…)


47.3. En tercer término, para que la tutela resulte procedente por la configuración de un defecto fáctico, “el error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto”
…”
 
De acuerdo con esa jurisprudencia, puede entonces producirse el defecto fáctico que justifique conceder el amparo constitucional, cuando el juez omite la valoración de las pruebas o lo hace sin fundamento alguno, porque quien acude a la administración de justicia en procura de obtener la definición de un conflicto, tiene derecho a exigir que las pruebas que sirven de sustento a la decisión contengan un justo y razonado análisis por parte del juez, como garantía del derecho al debido proceso y a la defensa.

Pero además ese error en el análisis probatorio debe ser ostensible y manifiesto porque el juez constitucional no puede sustituir al ordinario en su labor de apreciación probatoria, en virtud del principio de autonomía judicial que solo encuentra límites cuando se utiliza con violación a los mandatos constitucionales.

En virtud del principio de la autonomía e independencia judicial consagrado por el artículo 228 de la Constitución Nacional, el juez goza de un amplio margen de discrecionalidad en la apreciación de las pruebas. Sin embargo esa facultad no puede confundirse con arbitrariedad, porque encuentra límites en la misma carta fundamental y en las normas de procedimiento que consagran pautas obligatorias al valorarlas.
7. Considera la sociedad demandante que los juzgados accionados incurrieron en defecto fáctico, porque omitieron valorar los testimonios de los señores Alberto Brito Zuluaga y Andrés Felipe Brito Cardona, quienes al decir de la accionante, confesaron haber recibido pagos por concepto de intereses moratorios.

De acuerdo con las pruebas atrás relacionadas, el señor Juez Octavo Civil Municipal, en relación con tales testimonios, dijo no existir prueba de que los dineros entregados al señor Andrés Felipe Brito Cardona, hijo del endosante, hayan tenido como objeto pagar la deuda, máxime cuando no se le otorgó esa facultad y que por el contrario, los citados señores manifestaron que nunca recibieron pagos o abonos a esa obligación
Por su parte, la funcionaria que resolvió la apelación, se limitó a decir que el demandante, tenedor de buena fe, no puede resultar desfavorecido por el dicho del hijo del endosante de la letra de cambio, que aceptó haber recibido el pago de unos intereses por valor de $1.800.000, más aún cuando dichas sumas se cancelaron pero por una deuda de $90.000.000.   

De acuerdo con el resumen que de las pruebas recogidas se hizo en otro aparte de este fallo, después de rehecha la actuación con motivo de una nulidad declarada, no fue el hijo del endosante, de nombre Andrés Felipe Brito Cardona, el que hizo aquella manifestación, sino su padre Alberto Brito Zuleta.

Y aunque no puede desconocer la Sala que la funcionaria de segunda instancia dejó de valorar lo que expresaron las referidas personas en los testimonios que rindieron, esa omisión, en el caso concreto, no variaría el sentido del fallo producido en segunda instancia.
En efecto, de acuerdo con el artículo 784 del Código de Comercio, “Contra la acción cambiaria solo podrán oponerse las siguientes excepciones:… 7) Las que se funden en quitas o en pago total o parcial, siempre que consten el título… 12) Las derivadas del negocio jurídico que dio origen a la creación o transferencia del título, contra el demandante que haya sido parte en el respectivo negocio o contra cualquier otro demandante que no sea tenedor de buena fe exenta de culpa…”
Como ya se expresada, en el asunto que ocupa la atención de la Sala, en el fallo de segunda instancia se abstuvo el juzgado de considerar probado el pago de intereses, también el capital, porque no constaban en el título mismo y se calificó al demandante como tenedor de buena fe, como también lo había concluido el juzgado de primera instancia, y por ello confirmó la providencia que revisaba.
En conclusión, puede decirse que a pesar de las deficiencias en que incurrieron los jueces demandados al valorar las declaraciones de las personas tantas veces citadas, no puede afirmarse que hayan  incurrido en defecto fáctico, toda vez que de haberlas apreciado,  teniendo en cuenta lo que en realidad dijeron, la conclusión a la que llegaron, en el sentido de la falta de demostración del pago alegado, no habría variado.

De esa manera las cosas, no se justifica la intervención del juez constitucional, pues la tutela, de acuerdo con la cita jurisprudencial que se ha traído a esta sentencia, es improcedente contra decisiones judiciales salvo que el juez haya incurrido en defecto fáctico que afecte el debido proceso, lo que aquí, de acuerdo con los argumentos planteados, no alcanzó a producirse. 

8. En estas condiciones, como los funcionarios accionados no incurrieron en el defecto alegado, el amparo debe ser negado.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO. Se niega la acción de tutela propuesta por el representante legal de la sociedad Casa del Bombillo No. 2 Ltda. contra los Juzgados Octavo Civil Municipal y Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, a la que fue vinculado el señor Jesús Ernesto Duque Ocampo.
SEGUNDO. Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

TERCERO. De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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